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                            Consejo Superior de la Judicatura 

       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                            SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 
SOLEDAD – SEIS (6) DE FEBRERO DE DOS MIL VEINTICUATRO (2024) 

 
ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 
RAD:2023-0633 (T02-2023-00178-01 S.I.) 

ACCIONANTE: LUIS ALFREDO PÁJARO CERRA 
ACCIONADO: ALCALDÍA DE SOLEDAD 
 

ASUNTO A TRATAR 
 
Procede el despacho a resolver la impugnación en contra del fallo de primera instancia 
proferido el 7 de diciembre de 2023 por el JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE 

ORALIDAD DE SOLEDAD, dentro de la acción de tutela impetrada por LUIS ALFREDO 
PÁJARO CERRA a través de apoderado judicial en contra de ALCALDÍA DE 
SOLEDAD, por la presunta violación de sus derechos fundamentales al DEBIDO 
PROCESO, ESTABILIDAD LABORAL, SALUD, VIDA y MINIMO VITAL con fundamento 
en los siguientes: 
 

HECHOS 
 
Manifiesta el accionante en el libelo incoatorio lo siguiente: 

 

 

 
 

SIGCMA 
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PRETENSIONES 
 

 
 

DE LA ACTUACIÓN 
 

La acción de tutela fue admitida por el JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE 
ORALIDAD SOLEDAD a través de auto adiado 27 de noviembre de 2023, ordenándose 
oficiar a la accionada para que rindiera un informe sobre los hechos de la acción de tutela. 
Además, vincula al trámite a SECRETARÍA DE TALENTO HUMANO DE SOLEDAD, 
JEFE DE OFICINA JURIDICA DE SOLEDAD-ADRIANA COLPAS BOLAÑO, NUEVA EPS 
y BIENESTRA IPS. Finalmente ordena oficiar a OFICIAR al JUZGADO QUINCE 
ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA, para que en el término de dos 
(02) días hábiles, rinda informe respecto al proceso de Nulidad y Restablecimiento del 
Derecho promovido por LUIS PÁJARO CERRA contra MUNICIPIO DE 
SOLEDAD ATLÁNTICO, cursante en ese Despacho, bajo el radicado N° 08001-33-31-
701-2015-00001-00, igualmente remita link de acceso al expediente para conocer las 
actuaciones surtidas.  
 
OFICIAR al TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL ATLÁNTICO 
SECCIÓN C, para que en el término de dos (02) días hábiles, rinda informe respecto al 
proceso de Nulidad y Restablecimiento del Derecho promovido por LUIS PÁJARO 
CERRA contra MUNICIPIO DE SOLEDAD, cursante en segunda instancia en ese 
Despacho, bajo el radicado N° 08001-33-31-701-2015-00001-01, igualmente remita link 
de acceso al expediente para conocer las actuaciones surtidas. 
Informes que fueron allegados al plenario y sustentado en los siguientes términos:  

 
Informes allegados en los siguientes términos: 
 
INFORME NUEVA EPS 
AHMAD AMIR SAKER TRAVECEDO en calidad de apoderado judicial, manifestó: 
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INFORME SECRETARIA TALENTO HUMANO DE SOLEDAD  

YESENIA OCAMPO BARRIOS en calidad de apoderado judicial, manifestó: 
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INFORME ALCALDIA DE SOLEDAD  

BERNARDO ANDRES SAADE FELIZZOLA en calidad de apoderado judicial, 
manifestó: 
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AUTO VINCULA 

 
El JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD mediante auto de fecha 5 de 
diciembre de 2023 resolvió vincular al COMITÉ DE REESTRUCTURACIÓN DE PASIVOS 
DEL MUNICIPIO DE SOLEDAD  
 
 
INFORME COMITÉ DE REESTRUCTURACIÓN DE PASIVOS DEL MUNICIPIO DE 
SOLEDAD CARLOS FEDERICO GOLDFARB en calidad apoderado judicial  
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FALLO DE PRIMERA INSTANCIA. 
 

El JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD, mediante providencia del 7 de 
diciembre de 2023, resolvió conceder el amparo invocado, tutelando parcialmente los 
derechos al DEBIDO PROCESO, ESTABILIDAD LABORAL, SALUD, VIDA y MINIMO 
VITAL. 

DE LA IMPUGNACIÓN 
 

Inconforme con los resuelto tanto la parte actora como la accionada presentaron sus 
escritos de impugnación en los siguientes términos: 
IMPUGNACION ALCALDIA DE SOLEDAD 

 
 

 
 
IMPUGNACIÓN JUZGADO QUINCE ADMINISTRATIVO MIXTO DEL CIRCUITO DE 
BARRANQUILLA 
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PROBLEMA JURÍDICO 

 
De conformidad con lo preceptuado por el actor corresponde analizar si: 
 
¿Es procedente la acción de tutela para amparar los derechos fundamentales invocados 
por LUIS ALFREDO PAJARO CERRA, presuntamente vulnerados por ALCALDIA 
MUNICIPAL DE MALAMBO, con ocasión de la sentencia proferida por el JUZGADO 
QUINCE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE BARRANQUILLA el 25 de septiembre de 
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2018, la cual según asegura el actor no se ha dado cabal cumplimiento a lo ordenado en 
la misma? 
 
¿Se dan los presupuestos jurídicos- fácticos para revocar el fallo impugnado? 

   
FUNDAMENTO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

 
El marco constitucional está conformado por el artículo 13, 29, 48, 49 y 86 de la 
Constitución Política, sus decretos reglamentarios 2591 de 1991, sentencias T-1090/07, 
T-786-10 T-643/14 , T-138/14, T-723/14, T-643/14, T- 245-15, T- 144-  2016, SU- 047-
2017 y sentencia T- 151-2017 entre muchas otras.  
 

CONSIDERACIONES 

El constituyente del 1991, se preocupó por constitucionalizar no sólo una completa 

declaración de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz 

protección. 

La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, como un 

mecanismo residual, para aquellos casos de violación de Derechos Fundamentales en los 

cuales la persona afectada no tuviere ningún otro mecanismo para proteger su derecho, 

así se tiene por visto que la esencialidad de la Acción de Tutela es la de proteger 

estrictamente los derechos fundamentales que se vean vulnerados por la acción u 

omisión de cualquier persona. 

Quiere decir lo anterior que la jurisdicción constitucional, tiene entre sus fines el de velar 

por la vigencia de los derechos fundamentales de las personas creando un instrumento 

que permita resolver de manera expedita las situaciones en que las personas no disponen 

de vías judiciales, o en  las que existiendo estas, no son adecuadas para evitar la 

vulneración de un derecho. Sin embargo,  debe resaltarse que a ella corresponde 

igualmente asegurar que las competencias de otras jurisdicciones sean respetadas, es 

decir, está la de señalarse a la Acción de Tutela límites precisos, de manera que se 

pueda armonizar el interés por la defensa de los derechos fundamentales con la 

obligación de respetar el marco de acción de las otras jurisdicciones establecidas. Así 

mismo se tiene que la Acción de Tutela de naturaleza protege exclusivamente los 

derechos constitucionales fundamentales.  

DEBIDO PROCESO Señalado  en  el  Art.  29  de  la  Constitucional  Política con  carácter 

fundamental,  es  de  advertir,  su  importancia  cuando  se  trata  del  estrecho vínculo  

con  el  principio  de  legalidad  al  que  deben  ajustarse  no  sólo  las  autoridades 

judiciales, sino también en adelante las administrativas en la definición de los derechos de 

los individuos.  

El derecho al debido proceso comprende no sólo la observancia de  los  pasos que la ley 

impone a los procesos judiciales y a los procesos y trámites administrativos, sino también 

el  respeto  a  las  formalidades  propias  de  cada  juicio,  que  se  encuentran  en  

general contenidas  en  los  principios  que  los  inspiran,  el  tipo  de  intereses  en  litigio,  

las  calidades de los jueces y funcionarios encargados de resolver.  De  acuerdo  con  la  

jurisprudencia  de  la  Corte  Constitucional  se  puede  incurrir  en  una violación  al  

debido  proceso,  en  un  proceso  administrativo  o  judicial,  cuando  la  decisión que 

tome la autoridad:“(i)  presente  un  grave  defecto  sustantivo,  es  decir,  cuando  se  

encuentre basada en una norma claramente inaplicable al caso concreto;(ii) presente un 

flagrante defecto fáctico, esto es, cuando resulta evidente que el  apoyo  probatorio  en  

que  se  basó  el  juez  para  aplicar  una  determinada norma es absolutamente 

inadecuado;(iii)  presente  un  defecto  orgánico  protuberante,  el  cual  se  produce  

cuando  el fallador  carece  por  completo  de  competencia  para  resolver  el  asunto  de  

que se trate; y,(iv)  presente  un  evidente  defecto  procedimental,  es  decir,  cuando  el  

juez  se desvía  por  completo  del  procedimiento  fijado  por  la  ley  para  dar  trámite  a 

determinadas cuestiones” 
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En tales eventos, manifestó la referida Corte en sentencia T-267-2013, la tutela resulta 

procedente para salvaguardar el  derecho  fundamental  al  debido  proceso.   

Por  otra  parte,  la  Corte  reseñó  en  la  misma providencia que nos encontramos frente 

a tal circunstancia siempre que (I) “la autoridad judicial extralimita de forma manifiesta el 

ámbito de las competencias otorgadas tanto por la Carta Política como por la ley” o (ii) 

“cuando los jueces a pesar de contar conciertas atribuciones para realizar determinada 

conducta, lo hace por fuera del término consagrado para ello. 

Por lo anterior, cuando un operador judicial desconoce los límites temporales y 

funcionales de la competencia, configura un defecto orgánico y en consecuencia vulnera 

el derecho fundamental al debido proceso”. Así mismo, también ha planteado la Corte que 

la tutela procede contra decisiones jurisdiccionales cuando se ha configurado un “Defecto 

Procedimental” en trámite del proceso. Frente a esto, a través de sentencia T-781/2011 

de dicha corporación, se señaló que el defecto procedimental se configura siempre que “el 

funcionario se aparte de manera evidente y grotesca de las normas procesales aplicables. 

Al desconocer completamente el procedimiento determinado por la ley, el juez termina 

produciendo un fallo arbitrario que vulnera derechos fundamentales. También se ha 

admitido que, en forma excepcional, éste puede configurarse debido a un exceso ritual 

manifiesto, a consecuencia del cual el operador judicial resta o anula la efectividad de los 

derechos fundamentales por motivos excesivamente formales”. 

ADMINISTRACION DE JUSTICIA El derecho a la administración de justicia ha sido 

definido por la jurisprudencia constitucional como la posibilidad reconocida a todas las 

personas residentes en Colombia de poder acudir en condiciones de igualdad ante los 

jueces y tribunales de justicia, para propugnar por la integridad del orden jurídico y por la 

debida protección o el restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos, con 

estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y con plena observancia 

de las garantías sustanciales y procedimentales previstas en las leyes. Aquella 

prerrogativa de la que gozan las personas, naturales o jurídicas, de exigir justicia, impone 

a las autoridades públicas, como titulares del poder coercitivo del Estado y garantes de 

todos los derechos ciudadanos, distintas obligaciones para que dicho servicio público y 

derecho sea real y efectivo. En general, las obligaciones que los estados tienen respecto 

de sus habitantes pueden dividirse en tres categorías, a saber: las obligaciones de 

respetar, de proteger y de realizar los derechos humanos. Con base en esta clasificación, 

a continuación se determinará el contenido del derecho fundamental a la administración 

de justicia. En primer lugar, la obligación de respetar el derecho a la administración de 

justicia implica el compromiso del Estado de abstenerse de adoptar medidas que tengan 

por resultado impedir o dificultar el acceso a la justicia o su realización. Asimismo, 

conlleva el deber de inhibirse de tomar medidas discriminatorias, basadas en criterios 

tales como el género, la nacionalidad y la casta. En segundo lugar, la obligación de 

proteger requiere que el Estado adopte medidas para impedir que terceros interfieran u 

obstaculicen el acceso a la administración de justicia del titular del derecho. En tercer 

lugar, la obligación de realizar implica el deber del Estado de (i) facilitar las condiciones 

para el disfrute del derecho y, (ii) hacer efectivo el goce del derecho. Facilitar el derecho a 

la administración de justicia conlleva la adopción de normas y medidas que garanticen 

que todas las personas, sin distinción, tengan la posibilidad de ser parte en un proceso y 

de utilizar los instrumentos que la normativa proporciona para formular sus pretensiones.  

La jurisprudencia constitucional ha reconocido que el cumplimiento de las decisiones 

judiciales hace parte de la obligación de realizar el derecho a la administración de justicia. 

Esta obligación y su derecho correlativo, tienen fundamento también en los artículos 25 

de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 2 del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos, los cuales hacen parte del bloque de constitucionalidad y, 

por tanto, conforman el ordenamiento interno, en concordancia con el artículo 93 de la 

Constitución Política. Por tanto, para satisfacer el derecho a la administración de justicia, 

no basta con que en los procesos se emitan decisiones definitivas en las cuales se 
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resuelvan controversias y se ordene la protección a los derechos de las partes, ya que es 

preciso que existan mecanismos eficaces para ejecutar las decisiones o sentencias, y 

que se protejan efectivamente los derechos. 

El derecho de acceso a la administración de justicia “no se circunscribe exclusivamente al 

ejercicio del derecho de acción, sino que está inescindiblemente vinculado al debido 

proceso y a la expectativa de las partes de que, una vez en firme, la decisión judicial que 

pone fin a una controversia se materialice en debida forma”. Desconocer esta premisa 

básica implicaría soslayar el carácter vinculante y coercitivo de las providencias 

judiciales, en detrimento no solo de los derechos fundamentales, sino del orden 

constitucional vigente. 

IGUALDAD La Corte ha determinado que la igualdad es un concepto multidimensional 

pues es reconocido como un principio, un derecho fundamental y una garantía. De esta 

manera, la igualdad puede entenderse a partir de tres dimensiones: i) formal, lo que 

implica que la legalidad debe ser aplicada en condiciones de igualdad a todos los sujetos 

contra quienes se dirige; y, ii) material, en el sentido garantizar la paridad de 

oportunidades entre los individuos; y, iii) la prohibición de discriminación que implica que 

el Estado y los particulares no puedan aplicar un trato diferente a partir de criterios 

sospechosos construidos con fundamento en razones de sexo, raza, origen étnico, 

identidad de género, religión y opinión política, entre otras 

DIGNIDAD HUMANA La Corporación ha identificado tres lineamientos claros y 

diferenciables: (i) la dignidad humana entendida como autonomía o como posibilidad de 

diseñar un plan vital y de determinarse según sus características; (ii) la dignidad humana 

entendida como ciertas condiciones materiales concretas de existencia; y (iii) la dignidad 

humana entendida como intangibilidad de los bienes no patrimoniales, integridad física e 

integridad moral o, en otras palabras, que los ciudadanos puedan vivir sin ser sometidos a 

cualquier forma de humillación o tortura. Frente a la funcionalidad de la norma, este 

Tribunal ha puntualizado tres expresiones de la dignidad humana entendida como: (i) 

principio fundante del ordenamiento jurídico y por tanto del Estado, y en este sentido la 

dignidad como valor; (ii) principio constitucional; y (iii) derecho fundamental autónomo. 

   
Entendido como derecho fundamental autónomo, la Corte ha determinado que la dignidad 
humana equivale: (i) al merecimiento de un trato especial que tiene toda persona por el 
hecho de ser tal; y (ii) a la facultad que tiene toda persona de exigir de los demás un trato 
acorde con su condición humana. Por tanto, la dignidad humana se erige como un 
derecho fundamental, de eficacia directa, cuyo reconocimiento general compromete el 
fundamento político del Estado. 
 
SEGURIDAD SOCIAL El artículo 48 de la Carta Política, dispone que la seguridad social 
es un derecho irrenunciable y un servicio público en cabeza del Estado, que debe 
garantizarse a todas las personas “en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad 
y solidaridad”. Para esta Corporación la seguridad social es un derecho de raigambre 
fundamental, que debe ser definido de la siguiente manera: “conjunto de medidas 
institucionales tendientes a brindar progresivamente a los individuos y sus familias las 
garantías necesarias frente a los distintos riesgos sociales que puedan afectar su 
capacidad y oportunidad, en orden a generar los recursos suficientes para una 
subsistencia acorde con la dignidad del ser humano” 
 
(…) el mínimo vital es un derecho fundamental intrínsecamente ligado a la dignidad 
humana. En esa medida, su protección y garantía «constituye una precondición para el 
ejercicio de los derechos y libertades constitucionales de la persona y en una salvaguarda 
de las condiciones básicas de subsistencia, puesto que sin un ingreso adecuado a ese 
mínimo no es posible asumir los gastos más elementales, como los correspondientes a 
alimentación, salud, educación o vestuario». 
 
CUMPLIMIENTO DE FALLOS JUDICIALES-Imperativo del Estado Social de Derecho 
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La ejecución de las sentencias se traduce en la sujeción de los ciudadanos y los poderes 
públicos a la Constitución, y que el incumplimiento de esa garantía constituye un grave 
atentado al Estado de derecho. Al analizar esta garantía en relación con los principios 
constitucionales de celeridad, eficacia y prevalencia del derecho sustancial sobre las 
formalidades propias de cada proceso, como presupuestos de la función judicial y 
administrativa, es posible hablar del cumplimiento de las providencias judiciales, como 
una faceta del núcleo esencial del debido proceso. 
 
La jurisprudencia de esta Corte ha señalado que el debido proceso y la garantía del 
derecho a la jurisdicción, comprende los derechos al libre e igualitario acceso ante los 
jueces y autoridades administrativas, a obtener soluciones y decisiones motivadas en un 
plazo razonable, a que estas puedan ser impugnadas ante las autoridades de jerarquía 
superior, y al cumplimiento efectivo de lo decidido en el fallo. 
 
La Sala Primera de Revisión en la sentencia T-371 de 2016, explicó que la ejecución de 
las sentencias se traduce en la sujeción de los ciudadanos y los poderes públicos a la 
Constitución, y  que el incumplimiento de esa garantía constituye un grave atentado al 
Estado de derecho. Al analizar esta garantía en relación con los principios 
constitucionales de celeridad, eficacia y prevalencia del derecho sustancial sobre las 
formalidades propias de cada proceso, como presupuestos de la función judicial y 
administrativa, es posible hablar del cumplimiento de las providencias judiciales, como 
una faceta del núcleo esencial del debido proceso (Preámbulo y artículos 1, 2, 6, 29 y 86 
de la Constitución). 
 
 En la misma decisión, la Corte explicó que el derecho a una tutela judicial efectiva implica 
la existencia de un plazo razonable en el cumplimiento de las decisiones judiciales, para 
resolver y ejecutar lo resuelto. Esta razonabilidad que en principio es establecida por el 
legislador busca hacer efectivos los derechos o intereses de las personas reconocidos o 
declarados en una sentencia con base en la obligación correlativa de la administración de 
cumplir las providencias judiciales. De manera que, cuando una autoridad demandada “se 
rehúsa o se abstiene de ejecutar lo dispuesto en una providencia judicial que le fue 
adversa, no sólo vulnera los derechos fundamentales que a través de esa última se han 
reconocido a quien invocó la protección, sino que desacata una decisión que hizo tránsito 
a cosa juzgada, violándose por esta vía el ordenamiento jurídico superior”. Lo anterior, 
comoquiera que “la misión de los jueces de administrar justicia mediante sentencias con 
carácter obligatorio exige de los entes ejecutivos una conducta de estricta diligencia en el 
cumplimiento de las mismas, con el fin de mantener vigente el Estado de Derecho, actuar 
en concordancia con sus fines esenciales e inculcar en la población una conciencia 
institucional de respeto y sujeción al ordenamiento jurídico.” 
 
Finalmente, la sentencia en comento señaló que el cumplimiento expreso de las 
sentencias judiciales por parte de las autoridades encargadas de su ejecución, implica, 
además, el mandato de proceder a su acatamiento conforme lo ordenado en la parte 
resolutiva de ellas, como parte del contenido propio de los principios de buena fe (artículo 
83 de la Constitución), racionalidad de la actuación administrativa y seguridad jurídica. 
 

CASO CONCRETO 

En el presente caso, manifiesta la parte accionante que se presenta vulneración del 

derecho fundamental al debido proceso, administración de justicia, mínimo vital, seguridad 

social y trabajo del señor LUIS ALFREDO PAJARO CERRA, por parte de la ALCALDIA 

MUNICIPAL DE SOLEDAD, lo anterior, con ocasión de incumplimiento a la sentencia 

proferida por el Juzgado Quince Administrativo de Barranquilla  

Asegura el apoderado judicial de la actora, que mediante sentencia de fecha 25 de 

septiembre de 2018, le fueron concedidas las pretensiones dentro del proceso de nulidad 

y restablecimiento del derecho; no obstante que a la fecha se encuentra pendiente el 

reintegro pago de salarios, y prestaciones ordenado en dicho fallo.  

La accionada en su informe afirma los hechos manifestados por la parte actora, no 

obstante aclara que la entidad ha realizado los diferentes tramites que se requieren para 

autorizar el pago de acreencias laborales ordenadas mediante sentencias judiciales, que 
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con relación a la orden de reintegro la Secretaria de Talento Humano mediante 

Resolución STH-0302-2023 del 28 de abril de 2023 declarando la imposibilidad jurídica 

para dar cumplimiento a la orden judicial de reintegro.  

En fallo de primera instancia el A quo resolvió conceder el amparo invocado en lo que 

respecta al cumplimiento de la orden de pago de salarios y prestaciones sociales de la 

sentencia en cuestión, por lo que se ordenará al Municipio de Soledad que, continúe con el 

procedimiento para el pago de sentencias judiciales dentro de los términos establecidos en 

el Decreto 199 de 2021. 

La naturaleza de la tutela como mecanismo subsidiario exige que se adelanten las 

acciones judiciales o administrativas alternativas y que, por lo tanto, no se pretenda 

instituir a la acción de tutela como el medio principal e idóneo. La Corte Constitucional ha 

determinado que no es una elección del accionante acudir al mecanismo previsto por el 

ordenamiento jurídico o interponer la acción de tutela, si así lo prefiere, pues, de ser así, 

la acción de tutela respondería a un carácter opcional y no subsidiario como el que le es 

propio. 

De conformidad con el artículo 86 de la Constitución, toda persona puede reclamar, por sí 

misma o por quien actúe en su nombre, ante los jueces, mediante la acción constitucional, 

la protección inmediata de sus derechos fundamentales, vulnerados o amenazados por la 

acción u omisión de cualquier autoridad pública, o por los particulares en los eventos que 

establezca la Constitución y la ley, cuando no disponga de otro instrumento de defensa 

judicial, excepto que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

de carácter irremediable. 

El mecanismo de protección procede, en consecuencia, contra cualquier autoridad pública 

que con sus actuaciones u omisiones vulneren o amenacen derechos constitucionales 

fundamentales, incluidas, por supuesto, las judiciales, en cuanto autoridades de la 

República, las cuales, sin excepción, “están instituidas para proteger a todas las personas 

residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y 

libertades”, como lo consagra el artículo 2º de la Constitución. 

Por otra parte, la Corte Constitucional con fundamento en los artículos 2 del Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 25 de la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, los cuales proveen sustento normativo adicional, ha admitido la 

procedencia de la acción constitucional contra providencias judiciales cuando (i) no 

existan otros recursos de defensa judicial; (ii) existiendo se utilice como mecanismo 

transitorio para evitar un perjuicio irremediable y (iii) aquellos no sean eficaces, por las 

particularidades del caso, en los términos del artículo 6 del Decreto Ley 2591 de 1991. 

De la situación fáctica puesta de presente, y en discrepancia con lo expuesto por el A quo 

observa el despacho que la sentencia de la cual se reclama su cumplimiento data de 2018 

y según asegura el actor solicitó el cumplimiento de la sentencia administrativa en 

noviembre de 2022 y la acción de tutela fue interpuesta más de un año después, situación 

que no cumple con el requisito de inmediatez que reviste la acción constitucional de tutela, 

además, la justificación de la situación vivida en el país a raíz de la pandemia por COVID 

no resulta aceptable ya que a 2022 se había superado las etapas más críticas de dicha 

pandemia. Ahora bien, sumado a lo anterior, la Corte Constitucional en sendas 

jurisprudencias ha señalado la procedencia excepcional de la acción de tutela para 

cumplimiento de sentencias, no obstante, de los hechos narrados en el escrito de tutela 

como de sus anexos, no se evidencia prueba que permita acreditar una vulneración a 

algún derecho fundamental o que el aquí actor se encuentre ante la comisión de un 

perjuicio irremediable.. 

En referencia al principio de inmediatez, la Corte Constitucional en reiteradas 

jurisprudencias ha establecido: Inmediatez. Como presupuesto de procedencia la 

inmediatez “exige que la tutela se presente en un plazo razonable, contado desde el 
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momento de la supuesta vulneración o amenaza. De esta manera, se garantiza que el 

amparo sea un instrumento judicial de aplicación inmediata y urgente (artículo 86 de la 

Constitución)”. En estos términos, quien acuda a la acción de tutela debe hacerlo dentro de 

un término justo y moderado, en cuanto es un instrumento constitucional de protección 

inmediata de derechos fundamentales. 

La jurisprudencia constitucional ha sido clara en establecer que la acción de tutela no se 

puede presentar en cualquier momento, de lo contrario podría afectar la seguridad jurídica 

y alterar su esencia como mecanismo de protección inminente. Por este motivo, aunque no 

hay regla rigurosa y precisa del término para determinar la inmediatez, el juez de tutela 

debe analizar las circunstancias particulares de cada situación y determinar qué se 

entiende por plazo razonable caso a caso. En esta medida, la Corte Constitucional ha 

establecido algunos criterios para este fin: “(i) la diligencia del interesado en la defensa de 

sus derechos; (ii) la eventual afectación de derechos de terceros; (iii) la estabilidad jurídica; 

(iv) la complejidad del conflicto; (v) el equilibrio de las cargas procesales y (vi) la existencia 

de circunstancias de vulnerabilidad o debilidad manifiesta”. 

La inmediatez constituye un requisito de procedibilidad de la acción de tutela que permite 

cumplir con el propósito de la protección inmediata y por tanto efectiva de los derechos 

fundamentales, cuando estos resulten afectados por la acción u omisión de autoridades 

públicas o de los particulares en los eventos establecidos en la ley. Igualmente ha sido 

consistente la jurisprudencia constitucional en advertir que no cualquier tardanza en la 

presentación de las acciones de tutela acarrea su improcedencia, sino sólo aquella que 

pueda juzgarse como injustificada o irrazonable, atendiendo a las circunstancias 

particulares de cada caso, pues en algunos un año puede ser muy amplio y en otros 

eventos puede ser un plazo razonable, y en el presente caso se observa que la petición del 

accionante a la accionada para el cumplimiento de los fallos administrativos citados fue 

presentada en la ventanilla desde el 19 de diciembre de 2022, y han pasado mas de 6 

meses desde dicha solicitud hasta la presentación de la presente acción de tutela, sin que 

se presente una justificación al respecto, tampoco es de recibo la manifestación realizada 

por la Juez a-quo en lo que respecta a la dificultad presentada por efectos de la pandemia, 

ya que a esa fecha dicha situación de cuarentena ya estaba superada. 

De otra arista tenemos que el actor señala la inconformidad frente a las decisiones 

proferidas por la Alcaldía Municipal de Soledad a través de los diferentes actos 

administrativos, sin embargo, no aporta prueba siquiera sumaria de haber hecho uso de los 

recursos o al menos de haber presentado su inconformidad en los términos procesales 

correspondientes siguientes a la notificación de dichos actos.  

Así las cosas, este Despacho difiere de los argumentos expuestos por el A quo, ya que la 

presente acción no cumple con los requisitos de subsidiariedad e inmediatez por lo que 

resulta improcedente conceder el amparo invocado, siendo entonces necesario revocar en 

todas sus partes el fallo de primera instancia proferido por el JUZGADO CUARTO CIVIL 

MUNICIPAL DE SOLEDAD calendado 7 de diciembre de 2023. 

EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE 

SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR 

AUTORIDAD DE LA LEY, 

RESUELVE 

PRIMERO: REVOCAR el fallo de primera instancia proferido el 7 de diciembre de 2023 

por el JUZGADO CUARTO CIVIL MUNICIPAL DE SOLEDAD dentro de la ACCIÓN DE 

TUTELA incoada por LUIS ALFREDO PAJARO CERRA a través de apoderado judicial, 

en contra de ALCALDIA MUNICIPAL DE SOLEDAD, y en su lugar DECLARAR 

IMPROCEDENTE el amparo invocado de conformidad con lo expuesto en la parte motiva 

de este proveído. 



 
 

 
 
 

 

Página 14 de 14 

 

SEGUNDO: NOTIFICAR ésta providencia a las partes, así como al señor Defensor del 

Pueblo de la Ciudad, al a quo, por el medio más expedito y eficaz. 

TERCERO: En su oportunidad, remítase el expediente a la Honorable Corte 

Constitucional para su eventual revisión, según lo dispuesto en el decreto 2591 de 1.991. 

 

NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE PRESENTA LA 

PAGINA DE FIRMA DIGITAL 

 

 

 
 


